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Introducción
Las transformaciones sociales, económicas, políticas, culturales y tecnológicas que 
impulsa el actual mundo turbo-competitivo (Luttwak, 2003; Fernández Steinko, 
2002; Keane, 2008), que extrae su fuerza social de la fuerza político-económi-
ca de aquellos cuyos intereses expresa (Bourdieu, 1999), con el derrumbe de la 
condición salarial y el debilitamiento que ello comporta para los trabajadores y 
los sectores populares (Castel, 1997), nos interroga sobre la forma en que las 
categorías heterogéneas de asalariados y el resto de sectores perjudicados por 
dichos cambios puedan forjar un actor colectivo. Este desafío, que remite a una 
nueva cuestión social (Rosanvallon, 1995) y a la misteriosa curva de la línea recta 
que va del análisis de la realidad de la clase obrera y popular a la necesidad de su 
organización política (Hardt y Negri, 2002), nos plantea una reflexión sobre el 
lugar que ocupa actualmente, en la teoría social, el sujeto popular, sus posibili-
dades de actuación colectiva, y las formas de analizarlas. Planteamiento que se 
apoya en el hecho de que si tomamos como referencia la fuerza de trabajo global 
veremos, como indica Munck (2002), que el número de sus miembros se duplicó 
entre 1965 y 1998, y es que la globalización en su forma moderna es un proceso 
cuya base no es tanto la proliferación de computadoras como la proliferación de 
proletarios (Coates, 2000). Esta proletarización masiva es, al menos, un rasgo tan 
característico de la globalización como el incremento de la movilidad del capital 
(Brunet y Pizzi, 2011). 

El artículo constituye una reflexión sobre la vinculación inherente entre la 
dinámica del capitalismo, la acción estatal y la constitución/movilización de suje-
tos colectivos. Para ello presentamos, en primer lugar, una interpretación teórica 
sintética de la movilización social y la conformación de sujetos colectivos en las 
sociedades capitalistas actuales. En segundo lugar, ilustramos este proceso con el 
caso particular de la movilización social en Argentina en las últimas dos décadas 
debido a que, en cierta forma, desempeñó el papel de «laboratorio» de las polí-
ticas neoliberales. En el mismo destacamos los procesos más sobresalientes del 
vínculo entre transformaciones económicas, políticas y laborales, por un lado, y 
su impacto sobre las viejas/nuevas formas y lógicas de movilización, por otro. En 
particular, se remarca la crisis política desatada por la movilización generalizada 
y los intentos posteriores de reconstituir hegemónicamente la legitimidad estatal 
previamente cuestionada. Por último, desarrollamos unas conclusiones que, en 
función de los desarrollos teóricos y empíricos previos, reflexionan sobre la dialé-
ctica entre movilizaciones y acción estatal.
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1. Conflicto y acción colectiva
1.1 Espacio de los movimientos sociales y nuevas lógicas de 
acción colectiva
Rancière (2005) plantea que tras la aparición de la política, la sociedad existe 
de un modo particular: como sociedad del conflicto, y los sujetos existen en el 
proceso de anunciarse en ese conflicto. De aquí que los movimientos sociales no 
preexisten al momento del conflicto, sino que se constituyen en él. Específica-
mente, para Negri (2006a) los movimientos sociales operan sobre dos planos: 
sobre el plano impuesto por las instituciones establecidas, en el que las cosas se 
suceden como si no hubiera más que un solo mundo posible, y sobre el plano ele-
gido por los propios movimientos sociales, que es el de la lógica de lo instituyente, 
de la invención, de la creación y la efectuación de una multiplicidad de mundos 
posibles. Como indica Lazzarato (2006: 180), el poder establecido «no puede 
reconocer esta nueva dimensión so pena de implosión, de desmoronamiento de 
sus instituciones; y los movimientos sociales no pueden retirarse a la creación 
de sus mundos e ignorar el mundo de la política institucional, so pena de impo-
tencia». Por ello, en vez de pensar la realidad como la articulación de dos niveles 
jerarquizados (la infraestructura como fundamento de la superestructura), se ha 
de pensar lo real en un solo nivel: el de la institución (Castoriadis, 1993; Lourau, 
2001) o también bajo una representación pluridimensional (Bourdieu, 2000), en 
el sentido de que el mundo social está constituido por una pluralidad de campos 
relativamente autónomos y cada campo está estructurado por relaciones de do-
minación. Esta pluralidad de formas de dominación lleva a mecanismos específi-
cos de capitalización de los recursos o capitales que son propios de los diferentes 
campos: no sólo el capital económico, sino también el cultural, político, etc. 

Bajo esta representación pluridimensional, Bourdieu (2002) plantea una teo-
ría de los capitalismos asociados en el seno de una misma sociedad (como la socie-
dad española o las latinoamericanas), y no la de un capitalismo único y unificado 
con un significado principalmente económico. Sin embargo, las capitalizaciones 
se articulan de manera compleja en el seno de las sociedades actuales, con el peso 
particular de la dinámica de acumulación del capital económico (Corcuff, 2009), 
aunque la noción de «autonomía relativa» de los campos indica que lo que sucede 
en el campo político no es necesariamente dirigido, aun «en última instancia», por 
lo que sucede en el campo económico. El hecho de que el mundo está dividido 
en una multiplicidad de ámbitos de actividad distintos —se llamen «campos», 
«espacios», «sectores» o «mundos»— explica la propuesta de Mathieu (2004) del 
concepto de espacio de los movimientos sociales para señalar las especificidades 
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del universo que constituyen las movilizaciones de protesta, así como también el 
tipo de vínculos, complejos y fluctuantes, que lo unen al campo político, es decir, al 
de la política institucional y partidista (Corcuff y Mathieu, 2011).

Tarrow (1997) argumenta que la acción colectiva en los movimientos sociales 
no responde a un modelo de universalidad, sino que se presenta como un conjun-
to de prácticas de intervención que, en determinadas situaciones, intenta —y en 
ocasiones lo logra— obtener mayores oportunidades o mejorar las condiciones 
de los agentes. En este sentido, en el capitalismo los trabajadores urbanos racio-
nalizaron el repertorio tradicional de protesta popular e inventaron un método 
sistemático de organizar las reivindicaciones colectivas cuyo sello distintivo, para 
Tilly y Wood (2009), son las demostraciones públicas que implican exhibiciones 
de valor u orgullo, afirmación de la identidad y la unidad, expresada en una sim-
bología uniforme, la importancia del número de manifestantes y el compromiso 
con la causa que se defiende. A lo largo de los siglos xix y xx, esta nueva metodo-
logía reivindicativa se institucionalizó con las movilizaciones de los movimientos 
sociales. Pero a pesar de que éstos sean presentados a menudo como una disrup-
ción de la norma que introduce caos y desorden, en sí mismo no son en absolu-
to caóticos o desordenados. Como indica Tilly (1986, 2004), las autoridades y 
ciertos historiadores imprudentes describen a menudo la agitación popular como 
desorden, pero cuanto más de cerca examinamos la confrontación, más orden 
descubrimos. Descubrimos un orden creado por el arraigo de la acción colectiva 
en las rutinas y en la organización de la vida social cotidiana, y por su implicación 
en un proceso continuo de señalización, negociación y lucha con otras partes 
cuyos intereses se ven afectados por la acción colectiva. Su acción y su eficacia 
explican que los movimientos sociales incidan en la gestión de un conflicto social 
que actúa, a su vez, como desencadenante del movimiento del actor colectivo. 

Ante el agotamiento de la forma representativa de los poderes formalmen-
te democráticos en los estados capitalistas, donde «una representación perma-
nente equivale a una hegemonía de los representantes sobre los representados» 
(Michels, 1971: 38), tanto los teóricos de la teoría postobrerista italiana (Virno, 
Negri, Marazzi, Lazzarato, etc.) como los referentes de la teoría de los nuevos 
movimientos sociales (Touraine, Habermas, Offe, Melucci, etc.), plantean que las 
nuevas lógicas de acción colectiva, es decir, las que nacieron a partir de la década 
de 1970, especialmente en Europa y en EE.UU., no serían sino una forma de pro-
testa social específica de las sociedades posindustriales, igual que el movimiento 
emancipatorio burgués lo fue de los siglos xviii y xix, y el movimiento obrero lo 
fue de los siglos xix y xx. Con esto se quiere decir, desde la perspectiva de los po-
sobreristas, que los nuevos movimientos sociales son el resultado del rechazo al 
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trabajo fordista; rechazo fundamental en los movimientos italianos de las décadas 
de 1960 y 1970. En estos movimientos, el rechazo de la sociedad salarial fordista, 
cuya riqueza, incluso en el mejor de los casos, supone una esclavitud de por vida 
para los trabajadores, implica plantearse cuáles son las exigencias tecnológicas de 
los procesos productivos en vez de mitificar acríticamente la figura del trabaja-
dor (Balestrini y Moroni, 2007). Desde la perspectiva de la teoría de los nuevos 
movimientos, éstos son el resultado de conflictos específicos de las sociedades 
del capitalismo tardío. En estas sociedades, los Nuevos Movimientos Sociales se 
constituyen, para Touraine (1985, 1991), en el plano de poder decidir el sentido 
de la propia historicidad, al constituir este plano el síntoma del conflicto central 
en la sociedad del capitalismo tardío o posindustrial. Conflicto en el que la figura 
del Sujeto se opone a la potencia de un sistema global e impersonal de domina-
ción; sistema que ha producido una crisis del Estado social que se ha saldado 
con la victoria de posiciones privatizadoras neoliberales y el continuo proceso de 
precarización y de deterioro de las condiciones de vida. 

Por su parte, desde la sociología de los campos políticos contemporáneos de 
Bourdieu (1997, 2008), se observa en los movimientos sociales actuales una acti-
vación de un espíritu crítico con respecto a la «delegación», lo que ha alimentado 
un rechazo de la dominación política, basada en los mecanismos de capitalización 
política (de apropiación y monopolización de un capital político). Es así como 
Bourdieu analiza la dominación política como uno de los modos de dominación 
propios de las sociedades post-68, en el sentido de que la representación políti-
ca constituye una desposesión de los profanos en beneficio de los profesionales, 
de los representados en beneficio de los representantes. De aquí la ambigüedad 
inherente a la misma lucha política, ya que este combate por las «ideas» y los 
«ideales» es también inseparablemente un combate por los poderes y, se quiera o 
no, por privilegios.

1.2 Movilización de recursos y clases sociales
La teoría de la movilización de recursos centra su interés en el análisis comparado 
de las infraestructuras organizativas de los actores «con el objetivo de compren-
der mejor los patrones históricos de movilización y predecir cuáles facilitan la 
emergencia, eficacia y consolidación de los movimientos» (Ibarra et alii, 2002: 
40). Por tanto, su principal preocupación es estudiar la eficacia con que las dis-
tintas organizaciones (que juntas conforman un movimiento social) hacen uso 
de los recursos disponibles para la consecución de objetivos (Snow et alii, 1980; 
McCarthy, 1996; Kriesi, 1996). 
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Dentro de este enfoque, la Escuela de las Oportunidades Políticas plantea 
que los individuos se suman a los movimientos sociales como respuesta a las 
oportunidades políticas, y en su dinámica posterior crean nuevas oportunidades 
a través de la acción colectiva: «Los movimientos surgen cuando se amplían las 
oportunidades políticas, cuando se demuestra la existencia de aliados y cuando 
se pone de relieve la vulnerabilidad de los oponentes» (Tarrow 1997: 58). Estas 
oportunidades, que son evaluadas por los protagonistas y constituyen los incen-
tivos (sociales) para actuar colectivamente, implican coyunturas que reducen los 
costos de la movilización, en la medida en que los actores descubren aperturas 
institucionales, élites vulnerables o sinergias con otros procesos sociales (Mc-
Adam, 1988). 

Un factor vinculado a las oportunidades políticas, y que constituye un recur-
so que facilita la movilización, son los repertorios de la acción colectiva (Tilly, 
1978, 2002), referidos a los modos recurrentes de acción que llevan a cabo los 
movimientos sociales. Formas de movilización reconocidas a través del tiempo 
y del espacio, y que son productos culturales aprendidos que surgen y cobran 
forma a partir de confrontaciones anteriores, y se van transformando en función 
de las fluctuaciones en los intereses, las oportunidades y la organización de los 
movimientos sociales. Otro concepto que vincula las oportunidades políticas con 
la movilización es el «ciclo de protestas», observable cuando, bajo una determi-
nada constelación de circunstancias, el conflicto protagonizado por uno o varios 
movimientos sociales se generaliza en el sistema social hasta constituir un ciclo 
de protesta, que configura una fase de intensificación del conflicto y del enfrenta-
miento a lo largo del sistema social (Tarrow, 1997, 2002). 

Desde esta Escuela, la movilización posee una dimensión cultural insosla-
yable, porque los individuos no pueden emplear rutinas de acción colectiva que 
desconocen. Cada sociedad tiene una reserva de formas familiares de acción, co-
nocidas tanto para los activistas y promotores como por sus oponentes, que son 
productos/convenciones culturales. De aquí que para la Escuela del Proceso Co-
lectivo de Interpretación las oportunidades políticas y la movilización social son 
el resultado de un proceso de rupturas culturales que hacen aflorar a la superficie 
contradicciones latentes (Zald, 1999), y que reformulan o cuestionan las defini-
ciones estándar de la situación social que es objeto de críticas por parte de los mo-
vimientos. Desde esta última Escuela, una tarea fundamental de los movimientos 
consiste en: 1) señalar agravios e injusticias; 2) vincularlos a otros agravios para 
visualizar una trama política más compleja de injusticias; 3) argumentar posibles 
soluciones a los problemas planteados, y 4) construir marcos de significados más 
amplios que puedan encontrar eco en la predisposición cultural de una población 
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(Ibarra et alii, 2002). No obstante, la creación de marcos de significado constituye 
un proceso de lucha y negociación interna entre distintos agentes que defienden 
puntos de vista divergentes dentro de un movimiento social. Estos marcos en 
disputa dentro del movimiento se fundamentan en las luchas por imponer un 
sentido sobre las oportunidades políticas, las organizaciones y las estrategias a 
seguir. 

La teoría de la movilización de recursos, con sus diferentes subescuelas, pro-
porciona categorías útiles para el análisis de la acción colectiva, pero no tiene un 
desarrollo sistemático sobre la disponibilidad estructuralmente diferenciada de 
los recursos entre distintos sectores de la población que corresponden a dife-
rentes clases sociales. Pero consideramos que, especialmente en su versión de las 
oportunidades políticas, puede integrarse en una visión dinámica de relaciones 
entre clases sociales, de los mecanismos de explotación y dominación (Mouriaux 
y Beroud, 2000), al incorporar la dimensión clasista del conflicto como varia-
ble estructural. La misma determinaría que las distintas clases sociales tienen 
a su disposición diferentes medios y recursos de acción (Wright, 1994), dada 
la estructura de desigualdad material de la sociedad, para obtener mejoras en 
su bienestar social y económico. En consecuencia, la teoría de la movilización 
de recursos se puede articular con la estructuralmente diferente distribución de 
recursos (económicos, sociales, políticos y culturales; materiales e inmateriales) 
y oportunidades de los que disponen las clases sociales en las sociedades capita-
listas. En este sentido, la posición estructural en la sociedad restringe los medios 
a disposición de la clase obrera para luchar por mejoras en su bienestar material, 
a la vez que también las oportunidades políticas que se les presentan a diferentes 
grupos sociales están vinculadas a su posición en la estructura de desigualdad 
material y al poder subyacente de los mismos (Poole, 1995). 

El concepto de oportunidades políticas resalta, además, la centralidad de los 
ordenamientos institucionales, los cambios de gobiernos y/o divisiones entre las 
élites dirigentes, y la capacidad estatal de represión, como variables fundamenta-
les para la caracterización de tales oportunidades. Sin embargo, esta dimensión 
puede incorporar la consideración de las relaciones de poder estructurales entre 
las clases sociales que, en cada período histórico, configuran una formación social 
determinada. Tal consideración estructural permitiría comprender el surgimien-
to de oportunidades con mayor robustez y sistematicidad, y articularlas en una 
dinámica social estructural, de medio o largo plazo. Además, existe, tal y como 
hemos expuesto, un concepto relevante en este marco teórico de la movilización 
de recursos, los «repertorios de acción colectiva», que vincula las transformacio-
nes estructurales que experimenta una sociedad con sus formas de movilización. 
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Para este enfoque, en tanto conjunto de medios de los que dispone un grupo 
particular para realizar reclamos, los repertorios no se pueden comprender sólo 
como los medios más adecuados para alcanzar el fin deseado por un grupo en 
determinadas circunstancias, sino que también deben pensarse en términos de 
aprendizaje. Por ejemplo, la huelga es un medio típico de protesta empleado por 
los trabajadores en las sociedades industriales. Sin embargo, esto no implica que 
sea siempre el medio más eficaz, sino que es utilizado con frecuencia en los con-
flictos laborales porque constituye una herramienta incorporada, en un contexto 
de aprendizaje, en el mundo obrero. En este sentido, las oportunidades no son 
independientes de las relaciones de poder/saber de los sujetos involucrados. Y 
a escala estructural, la dimensión de clase tiene relevancia teórica en la medida 
en que la pertenencia a una determinada clase social priva sistemáticamente de 
ciertos repertorios de acción y favorece otros para que el grupo pueda impulsar 
sus demandas de bienestar.

Por tanto, desde nuestra perspectiva, hay que aunar los repertorios de ac-
ción colectiva con las determinaciones de clase del grupo social movilizado. Esto 
es coherente con la perspectiva de Wright (1994) de centrarse en los intereses 
instrumentales (materiales) de las clases, porque éstas cuentan con medios dis-
tintos, impuestos por la estructura de desigualdad material, para luchar por sus 
objetivos de bienestar. Dicho de otra manera, las condiciones de posibilidad del 
uso de determinados repertorios de acción están dadas por las posiciones de clase 
de los actores movilizados, porque en el contexto de estas restricciones estruc-
turales es donde se desenvuelven determinadas prácticas de lucha y moviliza-
ción, y que constituyen herramientas de acción incorporadas por medio de un 
proceso de aprendizaje colectivo. En su modelo de estructuración de las clases 
sociales, Wright incorpora la dimensión de la dominación, y por tanto la política 
y la ideología juegan un papel determinante sobre las pautas de acción colectiva. 
Debido a que muchas posiciones de clase son duales o contradictorias, su tra-
ducción a formaciones de clase dependerá de los procesos sociales que movilizan 
la acción colectiva, confiriendo un papel teórico a los determinantes políticos e 
ideológicos; de ahí la importancia, para Bourdieu (2000), de las luchas de clasifi-
cación social en torno a lo que son efectivamente las diferencias de clases en una 
sociedad dada: es decir, las luchas simbólicas alrededor de la definición y de sus 
fronteras, que constituyen una de las modalidades de la lucha de clases. De esta 
forma, la relación entre la posición de clase (la clase en sí) y la acción colectiva 
(la clase para sí) está mediada por la curvatura de la política. La manifestación 
política y organizativa de las clases, y por tanto la acción colectiva, no presenta 
un vínculo directo y rígido con la dimensión ocupacional de la estructura de cla-
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ses. Sin embargo, sin por ello defender explicaciones mecanicistas o economicistas, 
no se puede considerar la dimensión política de las prácticas humanas sin tener 
en cuenta la clase probable, esto es, lo que existe potencialmente en virtud de 
las condiciones de existencia reflejadas en una serie de indicadores empíricos. Y 
es que los individuos que participan en prácticas políticas (la clase movilizada) 
se desenvuelven dentro de determinadas limitaciones y posibilidades que están 
dadas por su inserción en la estructura de desigualdad material (económica y 
política) de una sociedad. 

2. El caso argentino
En términos de dominación política, el neoliberalismo en Argentina se apoyó so-
bre un proceso de disciplinamiento social, implementado mediante el terrorismo 
de Estado, llevado a cabo por la dictadura militar (1976-1983), que se profun-
dizó posteriormente por otro proceso de disciplinamiento constituido por una 
dinámica hiperinflacionaria entre los años 1989 y 1990 (Villarreal, 1985; Lobato 
y Suriano, 2003; Basualdo, 2006). Bajo el gobierno peronista de Carlos Saúl Me-
nem (1989-1999), el neoliberalismo se institucionalizó mediante un pacto de go-
bernabilidad entre el Partido Justicialista, el establishment empresario y las orga-
nizaciones sindicales dominantes, con acompañamiento de un sector importante 
de la sociedad civil. De esta manera, se avanzó en una profunda reforma del siste-
ma económico a partir de una fuerte orientación pro-mercado (Basualdo, 2000; 
Acuña, 1995, Palermo y Novaro, 1996). Las características de la movilización 
social que provocaron dichas reformas sobre los sectores urbanos, especialmente 
vinculados al mundo del trabajo, constituyen un ejemplo del concepto de espacio 
de los movimientos sociales, pero también de cómo las formas de manifestación, 
organización y acción de los sujetos populares están condicionadas por su vincu-
lación estructural con la dinámica del capital y del Estado, es decir, de la política 
institucional y partidista, y que se explica por las determinaciones de clase del 
propio grupo social movilizado. Es decir, la relación entre la posición de clase y la 
acción colectiva está mediatizada por la dinámica de la política.

2.1 Las movilizaciones de los 90
La incorporación de Argentina al proceso de globalización neoliberal en los años 
90 se tradujo en tres grandes transformaciones económicas y políticas, que im-
pactaron fuertemente sobre el movimiento obrero organizado (Godio, 2006) y 
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en sus repertorios de movilización y acción colectiva: 1) la consolidación de una 
democracia pluralista estable, con lo cual el sindicalismo hegemónico perdió la 
posibilidad de jugar el rol de representante del peronismo en épocas de proscrip-
ción política (su papel como «columna vertebral»); 2) la reforma económica con 
apertura y economía de libre mercado, lo cual debilitó la base industrial sobre la 
que se asentó tradicionalmente el movimiento obrero. Con este proceso, queda-
ron de manifiesto las dificultades objetivas para adecuar las estrategias sindicales 
frente a las reformas neoliberales, que generaron una estructura económica de 
grandes disparidades de productividad y competitividad, a la vez que el desem-
pleo y el subempleo socavaron sus bases de sustentación históricas; 3) la muta-
ción ideológica de los partidos tradicionales, a favor de las políticas pro-mercado 
y abandono de los proyectos nacional-populares, de base industrial y mercado-
internistas. Constituyeron grandes procesos que limitaron las oportunidades po-
líticas de actuación del movimiento obrero hegemónico y, a su vez, favorecieron 
las oportunidades para nuevas formas de expresión, y nuevas organizaciones, de 
los sectores populares.

Tras la consolidación del régimen neoliberal se destacan una serie de movili-
zaciones de la fragmentada clase trabajadora en Argentina (Cifarelli et alii, 2006; 
Cifarelli y Martínez, 2009) y algunos sectores medios empobrecidos, ocurrida a 
partir de los primeros años de la década de 1990, ya que la ofensiva capitalista 
iniciada globalmente con las políticas neoliberales comienza a encontrar ciertos 
límites sociales (Almeyra, 2005). Además, el movimiento de derechos humanos, 
que nació de la represión dictatorial y se expandió en la década de 1980 ( Jelin, 
1989), en los noventa asume un renovado protagonismo contra las políticas neo-
liberales (Randle, 1998; Dussell et alii, 1997). Por tanto, desde los primeros años 
de esta década se inició un ciclo de luchas de resistencia (Klachko, 2007; Iñigo 
Carreras y Cotarelo, 2003; Schuster et alii, 2005) que incluyeron a sectores de la 
clase obrera sindicalizada, pero también desde mediados de los 90 un creciente 
número de trabajadores desocupados comenzó a organizarse en torno a nuevas 
agrupaciones sociales, inaugurando nuevas formas de lucha. Los piquetes cons-
tituían, hasta ese momento, un repertorio consistente en clausurar el acceso a 
las empresas durante las grandes huelgas fabriles o generales. Pero sin empleo el 
único piquete posible consistía en bloquear el espacio de la circulación, cortando 
caminos y carreteras. En dichos piquetes se mantenían formas horizontales de 
organización: reuniones, asambleas, ollas populares, turnos de vigilancia (Svam-
pa y Pereyra, 2003). De esta forma, repertorios y recursos de acción como el 
piquete, típicos de la clase trabajadora debido a las desiguales oportunidades de 
acción estructuralmente disponibles en una sociedad capitalista, en tanto pro-
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ductos culturales aprendidos de las generaciones anteriores, cobran vida y se ac-
tualizan en las nuevas confrontaciones.

Por otra parte, en esta década el movimiento sindical dominante, la Confede-
ración General del Trabajo (CGT), cuyos dirigentes se concebían como parte del 
sistema de poder, se asoció subordinadamente con la coalición de empresarios 
impulsada por el menemismo (Palermo y Novaro, 1996). La ideología que los 
legitimaba, sus marcos de interpretación de la realidad elaborados en cursos de 
formación sindical, sostenía que la transnacionalización económica y la globaliza-
ción financiera socavaban estructuralmente los medios de presión convencionales 
del sindicalismo (Godio, 2000). En su perspectiva, el nuevo escenario determi-
naba que la prioridad estratégica consistía en mantener relaciones verticales con 
los empresarios y con el Estado, mientras que el sindicato debía constituirse en 
un proveedor de servicios para sus afiliados (Rapoport, 2005). Sin embargo, du-
rante la primera etapa del gobierno de Menem, previa a la aplicación del Plan de 
Convertibilidad, se incrementaron las manifestaciones de protesta motivadas sus 
políticas de ajuste económico (Auyero, 2002; Schuster y Nardacchione, 2005). 
Pero tras la implementación del plan económico, éstas se redujeron notablemente 
(Senén Gonzáles y Bosoer, 1999), debido a un proceso de cooptación mediante 
el otorgamiento, por parte del gobierno, de incentivos selectivos a los dirigentes 
gremiales, fundamentalmente vinculados a su participación en el proceso de pri-
vatizaciones de empresas públicas (Fair, 2008; Murillo, 1997). 

Sin embargo, frente a las primeras medidas privatizadoras y de ajuste econó-
mico que lanzó el gobierno, se desataron una serie de huelgas, movilizadas por 
sectores opositores al oficialismo dentro de los sindicatos, en los sectores público, 
telefónico, ferroviario, así como en algunas automotrices. Pero la agitación social 
y sindical era «defensiva» porque carecían de una estrategia alternativa al proceso 
de reformas económicas en curso (Piva, 2001). En ese contexto, los trabajadores 
que se opusieron al avance neoliberal no pudieron evitar la derrota porque las 
reformas pro-mercado no encontraron una oposición consistente y unificada en 
el campo político, popular y/o sindical (Gómez, 1996). Así, el impacto del mene-
mismo generó cuatro líneas políticas dentro del movimiento obrero: 1) el sindica-
lismo alineado con el menemismo; 2) cercanos a este sector se ubicaban sectores 
con una postura de pragmatismo negociador; 3) el Movimiento de Trabajadores 
Argentinos, más afines al peronismo histórico, liderado por los camioneros; 4) la 
Central de Trabajadores Argentinos (CTA), que expresaba posiciones socialcris-
tianas peronistas aliadas con la izquierda marxista, y asumía formas de sindica-
lismo de movimiento social (Godio, 2000; Murillo, 1997). 
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Se puede sostener que la consolidación del neoliberalismo provocó, en los 
años 90, dos etapas de resistencia y movilizaciones, esto es, dos ciclos de protesta. 
En la primera, los sectores sociales y sindicales movilizados (bancarios, docen-
tes, transportistas, trabajadores públicos, jubilados) desplegaron estrategias de 
resistencias a la implementación de reformas. En la segunda, las resistencias se 
organizaron para enfrentar las consecuencia de la implementación de las refor-
mas: achicamiento industrial, crisis de las economías regionales, alto desempleo 
(Gómez, 2006). En este sentido, los procesos de ajuste estructural, con la pre-
carización y desempleo masivos consecuentes (Beccaria, 2001), generaron las 
condiciones para el surgimiento de nuevas modalidades de protesta colectiva de 
los sectores ligados al mundo del trabajo. A fines de 1993 comenzaron, y en los 
años siguientes se extendieron, las protestas en el interior del país vinculadas al 
ajuste de las administraciones públicas y a las crisis de las economías regionales. 
Los «estallidos sociales» en las provincias de Santiago del Estero, Jujuy, Salta y 
Tucumán darán inicio a una nueva forma de protesta social. Estallidos sociales 
protagonizados por trabajadores del sector público (provincial y municipal), que 
demandaban la defensa del empleo y de los salarios, recortados por una serie de 
fuertes ajustes fiscales. La forma de expresión dominante de esta modalidad fue 
la movilización y concentración callejera, mientras que el alcance de este tipo de 
protesta se circunscribía a las capitales y ciudades importantes de la provincia 
donde ocurría, a la vez que los destinatarios de la ira popular se focalizaban en el 
gobierno provincial y en la clase política local (Farinetti, 1999). 

El crecimiento del desempleo dio origen a la aparición del movimiento de 
trabajadores desocupados, que demandaban organizadamente ayudas sociales 
y puestos de trabajo. Las primeras organizaciones surgieron en la provincia de 
Neuquén. También en Salta se formaron organizaciones de desocupados integra-
das por trabajadores despedidos de la empresa YPF (Svampa y Pereyra, 2003). A 
fines de 1994 se produjo el primer corte de ruta de los desocupados, que consti-
tuirá su principal herramienta de manifestación, y que luego será una modalidad 
de lucha habitual. De estas luchas sociales surgió la Comisión de la Asamblea de 
Desocupados, que fue el origen de los «piqueteros». Constituye un ejemplo de un 
nuevo sujeto novedoso, aunque proveniente de la clase obrera formal, que cobra 
existencia a partir de tomar la palabra y anunciarse activamente en el conflicto 
social. De esta manera, debido a las presiones que la Comisión ejerció sobre el 
gobierno se obtuvo la sanción de una ley que establecía un subsidio para los cabe-
zas de familia desocupados (Quirós, 2008). Los piqueteros lograron organizarse 
sobre la base del quiebre de las tradiciones culturales y laborales de la sociedad 
salarial. No son movimientos propios de la pobreza clásica de los países subde-
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sarrollados, sino movimientos referenciados culturalmente en las tradiciones y 
en la memoria de un pasado de pleno empleo y prácticas sindicales, promovidos 
por individuos que aspiran a reingresar en el mundo del trabajo asalariado. Sus 
miembros «no pertenecen al mundo de la marginalidad estructural, sino al mun-
do de una sociedad salarial desarticulada. Por eso son persistentes y organizados: 
tienen vínculos históricos con los sindicatos y con las organizaciones sociales ba-
rriales» (Godio, 2006: 120). 

La última etapa del régimen de convertibilidad (1998-2001) profundizó el 
debilitamiento del modelo económico y una creciente movilización social de des-
contento aceleró el cuestionamiento a los canales de mediación entre Estado y so-
ciedad (Auyero, 2002). La crisis fiscal y externa del Estado, bajo el gobierno de la 
Alianza (1999-2001), indujo a profundizar la flexibilización mediante la dismi-
nución de sueldos a empleados públicos y la reducción de los presupuestos para 
los planes sociales para desocupados (Damill et alii, 2007; Rapoport, 2005). De 
esta manera, el gobierno se enfrentaba con actores con alta capacidad de movili-
zación y acción colectiva. Posteriormente, la confiscación de los depósitos banca-
rios de los ahorristas (Brunet y Schilman, 2004) incentivó la protesta callejera de 
las clases medias urbanas, mediante un novedoso instrumento de movilización: 
el cacerolazo (Schuster y Nardacchione, 2005). Su combinación con una ola de 
saqueos a comercios, por parte de sectores de la población más empobrecida, 
desató una escala masiva de protestas, incluyendo comerciantes, profesionales, 
cámaras empresariales, etc. La represión generalizada en las jornadas del 19 y 20 
de diciembre de 2001 como única respuesta del gobierno, incluyendo el Estado 
de Sitio, dejó sin sustento político a aquél y, tras su caída, se profundizó la crisis 
social. En este sentido, no fue hasta 2001 cuando la explosión de demandas des-
bordó al sistema político.

2.2 Crisis 2001-2002
Las movilizaciones masivas de diciembre de 2001 se convirtieron en la metá-
fora de la descomposición del orden político. El conflicto se presentaba como 
insuperable a través de mecanismos normales como la negociación en el Con-
greso. La distancia entre las demandas y los canales institucionales favorecía la 
visualización de un espacio específico de la movilización social (Mathieu, 2007). 
Movilizaciones pluriclasistas que sostenían la consigna «que se vayan todos», y 
que estaban conformadas por las asambleas barriales (Muñoz, 2009), las orga-
nizaciones piqueteras, los movimientos de ahorristas y una masa numerosa de 
ciudadanos no organizados. Las asambleas barriales (Schuster y Nardacchione, 
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2005), expresaban una crítica explícita al sistema político, pero no lograron tener 
un caracter organizado a escala nacional (Bloj, 2004). Las diferentes moviliza-
ciones, unificadas en torno a esa consigna colectiva («que se vayan todos»), no 
avanzaron en la construcción política de un sujeto que permitiera consolidar una 
posición compartida más allá del rechazo.

Por su parte, la crisis de 2001-2002 abrió oportunidades políticas para un 
mayor crecimiento y fortaleza política del movimiento piquetero (Mazzeo, 
2004). Su expansión estuvo conducida mayoritariamente por organizaciones 
como la Federación de Tierra y Vivienda (FTV) y la Corriente Clasista y Com-
bativa (CCC). Lo que disputaban estas organizaciones era que la distribución de 
los planes sociales y subsidios a los desempleados quedara bajo su control, cues-
tionando que esa prerrogativa fuera manejada por los intendentes y/o punteros 
políticos del justicialismo. A lo largo de 2001 se realizaron asambleas piqueteras 
que levantaron un programa de reivindicaciones sociales, pero fracasaron en el 
propósito de conformar un movimiento piquetero unificado. Hubo estrategias 
excluyentes por parte de distintas organizaciones y una clara asimetría en la capa-
cidad de movilización de las corrientes más masivas, la FTV y CCC, con relación 
al resto de las agrupaciones, por lo cual para estos grupos más pequeños la asam-
blea conjunta no constituía un ámbito adecuado para la negociación. Tras el fin 
del gobierno de la Alianza, el movimiento piquetero se constituyó casi en la única 
oposición al gobierno peronista de Duhalde, y se erigieron en los portavoces de 
las demandas sociales en lugar de los sindicatos. De los 106.000 beneficiarios de 
planes de este tipo en 1999, se pasó a 1.200.000 en 2002, y a 2.200.000 en 2003. 
Sin embargo, los movimientos piqueteros no llegaron a manejar más del 10% de 
estos recursos (Svampa y Pereyra, 2003). 

Del mismo modo que el movimiento piquetero, el fenómeno de recuperación 
de empresas comenzó a expandirse debido a la vinculación entre la crisis socioeco-
nómica objetiva, por un lado, y la capacidad de transmisión de esta experiencia 
entre trabajadores, gracias a la coordinación de la acción colectiva por medio de 
movimientos sociales, por otro. Entre los años 2001 y 2003 ya existían más de 
cien empresas recuperadas (Rebón, 2005). Hacia 2010, se calculaba que existían 
cerca de 200 empresas recuperadas en todo el país, con alrededor de 10.000 tra-
bajadores vinculados a las mismas (Ruggeri, 2010). Si bien los trabajadores de es-
tas empresas, como la mayoría de la sociedad en ese momento, estaban inmersos 
en el clima de impugnación general de la representación política, el movimiento 
como tal no sostuvo explícitamente un cuestionamiento directo al orden político 
entre sus consignas, sino la búsqueda alternativa de fuentes de trabajo, aunque su 
propia organización asamblearia y horizontal conllevara la posibilidad latente de 
un cuestionamiento radical del orden social.
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Lo que alentó este tipo de acción colectiva de los trabajadores fue la ausencia 
de respuesta al conflicto laboral por parte de los empresarios, las instituciones 
de intermediación laboral y (en muchos casos) las organizaciones sindicales. Por 
tanto, el contexto social y político ofrecía incentivos para aferrarse a esta alter-
nativa de mantenimiento de la fuente laboral como último recurso visualizado 
por los trabajadores para no caer bajo la amenaza de la desafiliación social. En 
el momento en que comienzan a extenderse y hacerse visibles las recuperaciones 
de empresas (2002-2003), y a constituirse en un movimiento social nutrido de 
organizaciones formales, el contexto político general estuvo marcado por el he-
cho de que se había reducido el margen político para continuar con una salida 
represiva de la crisis social, tal como fue característico de los años inmediatos. Por 
el contrario, el Estado encauzó estos procesos favoreciendo la formación de coo-
perativas de trabajo, a la vez que rechazaba otras opciones, como la estatización 
de las empresas bajo el control obrero de la producción. De esta manera, se insti-
tucionalizaba el movimiento al conjugarse el plano instituyente del movimiento 
social con el plano de las instituciones establecidas.

Otro tipo de incentivos a su desarrollo estuvo impulsado por la dinámica del 
propio movimiento social, como la construcción de redes de asociaciones que 
facilitan la acción colectiva: la existencia de un know-how consolidado, promovido 
y difundido por organizaciones del movimiento de empresas recuperadas. Ade-
más, las conducciones de las empresas recuperadas han recibido incentivos para 
la constitución de organizaciones que articulen a las empresas recuperadas entre 
sí, junto con otros actores sociales con los que perciban ciertas afinidades socio-
políticas. Desde el propio inicio de este movimiento existieron diferentes crite-
rios organizativos y alternativas políticas en juego, que estuvieron condicionadas, 
a su vez, por las propias propuestas estatales de encauzamiento del conflicto. Así, 
en primer lugar se ubica la opción de conformar una federación de cooperati-
vas —Federación de Cooperativas de Trabajo de Empresas Recuperadas (FEN-
COOTER)—, vinculada orgánicamente al Estado mediante el Instituto Nacio-
nal de Economía Social (INAES). En segundo lugar, existió la alternativa de la 
estatización de las empresas junto con el control obrero de la producción, que 
implicaba rechazar la figura cooperativa, alternativa que estuvo conducida por 
fuerzas políticas y sindicales de izquierda. La ausencia de condiciones políticas 
determinó que esta variante no prosperara y, al cabo de pocos años, el espacio 
político que articulaba esta solución terminó agotándose. En tercer lugar, se halla 
la conformación de movimientos sociales autónomos de los partidos políticos, 
que apoyan pragmáticamente la adopción de la figura legal de cooperativa de tra-
bajo, aunque originalmente no se identifican como federación de cooperativas, 
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sino como un movimiento de trabajadores con pretensiones de incorporar otras 
experiencias organizativas de los denominados sectores populares. De esta forma 
se constituyó el Movimiento Nacional de Empresas Recuperadas (MNER) y, 
en una línea similar, el Movimiento Nacional de Fábricas Recuperadas por sus 
Trabajadores (MNFRT).

Por lo dicho anteriormente, entre los años de crisis (2001-2002) el centro 
del conflicto social parecía residir en los sectores informales en crecimiento, y 
no tanto en el sector formal de la clase obrera (Schuster y Nardacchione, 2005). 
Sin embargo, en plena crisis social, una fracción del sindicalismo hegemónico se 
movilizó contra la política económica de ajustes estructurales del gobierno de la 
Alianza, aunque en 2002 la protesta sindical fue protagonizada, casi exclusiva-
mente, por la CTA. Las movilizaciones junto con la CCC mostraban a la CTA 
como el único sector sindical con capacidad y voluntad organizativa para realizar 
protestas callejeras (Godio, 2006). Sin embargo, la movilización obrera contesta-
taria tenía un claro predominio de los sectores informales y/o precarizados. 

2.3 Escenario poscrisis
A partir de 2003 se observa un resurgir del conflicto liderado por obreros forma-
les y relativamente privilegiados en relación a la gran proporción de trabajadores 
informales. El gobierno de Kirchner (2003-2007) afrontó con éxito el desafío de 
detener la movilización y su poder destituyente, y sentar las bases de un nuevo 
modelo económico, esto es, rearticular una respuesta político-estatal frente a la 
movilización no institucionalizada (Biglieri y Perelló, 2007). Ello implicó la in-
corporación de un conjunto de demandas que animaban las movilizaciones socia-
les de la época, junto con un reconocimiento mayor de los nuevos actores sociales 
involucrados, lo que supuso el resurgir del movimiento obrero organizado. Con 
relación a los asalariados, se recompusieron los ingresos de activos y pasivos con el 
objetivo de aumentar la demanda y apuntalar el crecimiento de la economía que 
se registraba en el primer semestre de 2003. A la vez, se impulsaron los convenios 
colectivos entre sindicatos y empresarios, lo cual le dio un renovado protagonis-
mo político al movimiento obrero (Godio, 2006). De esta manera, el conflicto 
laboral tuvo, a partir de 2003, las siguientes características: 1) estuvo centrado en 
trabajadores del sector privado, revirtiendo la tendencia anterior de predominio 
de protestas de trabajadores estatales organizados en torno a la CTA; 2) merma-
ron las protestas en respuesta a decisiones de políticas públicas y aumentaron las 
disputas salariales y por condiciones de trabajo; 3) predominaron las huelgas de 
naturaleza económica más que huelgas políticas (Etchemendy y Collier, 2007). 
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Las condiciones inmediatas del resurgir del movimiento obrero sindicalizado 
se hallan en el crecimiento del empleo y en el rol más activo de parte del Estado, 
liderado por un gobierno que buscó el apoyo de los sindicatos. Las condiciones de 
largo plazo de este resurgimiento se vinculan a la forma en que los sindicatos se 
adaptaron al neoliberalismo de la etapa previa. En primer lugar, los sectores que 
conforman en este período la vanguardia del sindicalismo argentino fueron los 
que más crecieron durante la etapa liberalizadora, a la vez que experimentaban 
altas tasas de sindicalización, prácticas de negociación colectiva y experiencia mi-
litante (sectores de alimentos, transporte, petróleo). Por tanto, pudieron activarse 
con la recuperación económica y política. En segundo lugar, durante el menemis-
mo lograron acuerdos institucionales (un marco para las negociaciones salariales 
centralizadas, mantener el monopolio de la representación a nivel de planta, y la 
administración de las obras sociales para los trabajadores) que les permitieron 
conservar el poder asociativo de los sindicatos, y utilizarlo luego en un contexto 
más favorable. 

Los efectos principales de la recuperación de la movilización sindical han sido 
los siguientes: 1) se ha reestablecido a los dirigentes sindicales como interlocutores 
válidos del gobierno y de las asociaciones empresariales en las negociaciones sala-
riales a nivel de cúpula; 2) se ha incrementado la capacidad de movilización y las 
prerrogativas institucionales de los sindicatos; 3) se ha ayudado a porciones de los 
trabajadores formales a recomponer su escala salarial, y 4) como no existe el com-
ponente de política social, se ha fortalecido la brecha entre los trabajadores que 
pertenecen a estos sindicatos y quienes están en el sector informal del mercado. 

En este marco, mientras el movimiento piquetero se va debilitando por el au-
mento del empleo, el movimiento de empresas recuperadas se consolida como ex-
periencia colectiva, a la vez que se desarrollan algunas mutaciones en sus formas 
político-organizativas. El MNER era la organización mayoritaria hacia 2004-
2005 (Ruggeri, 2005; Rebón, 2004). A partir de esta época padeció un proceso 
de descomposición política que concluyó con su virtual agotamiento desde los 
inicios de 2006. Unos años antes se había desarticulado el FEENCOTER, así 
como el espacio conducido por la izquierda a favor de la estatización con control 
obrero de la producción. De las primeras organizaciones del movimiento, por 
tanto, se mantiene hasta la actualidad el MNFRT. Los motivos de las crisis po-
líticas y desmoronamientos organizativos del movimiento hacia mediados de la 
década de 2000 remiten a una incapacidad política general de conformar un espa-
cio unificado, asumiendo y procesando internamente las diferencias y heteroge-
neidades de un movimiento complejo, pero con intereses objetivos comunes. 
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Sin embargo, tras estos primeros fracasos político-organizativos se están 
erigiendo nuevas organizaciones con voluntad de conducir el movimiento. La 
novedad de las nuevas organizaciones que se conformaron en los últimos años 
es que prevalece el criterio, inicialmente pragmático, de asumir formatos prove-
nientes del movimiento cooperativo. En esta línea se inscribe la Federación Ar-
gentina de Cooperativas de Trabajadores Autogestionados (FACTA). También 
se encuentra la Federación de Empresas Recuperadas y Cooperativas de Trabajo 
(FERyCOOTRA). Dicha federación se conformó bajo la impronta política de 
un sindicato metalúrgico, la Unión Obrera Metalúrgica de Quilmes, que conduce 
a un grupo importante de empresas recuperadas. Otro espacio que se ha confor-
mado es la Federación de Cooperativas de Trabajo Red Gráfica Cooperativa Li-
mitada, constituida por empresas recuperadas del sector gráfico, y políticamente 
integrada con la Federación de Cooperativas de Trabajo (FECOOTRA) y con el 
sindicato gráfico Federación Gráfica Bonaerense (FGB). 

Sin embargo, otros espacios políticos no asumen la forma de federación de 
cooperativas, como la Asociación Nacional de Trabajadores Autogestionados 
(ANTA-CTA), que se conformó a fines de 2005 y está integrada por cerca de 
80 organizaciones autogestionarias. Esta organización intenta constituirse en un 
sindicato de trabajadores autogestionados, promovido por la Central de Traba-
jadores Argentinos (CTA). La unidad entre estas organizaciones ha cristalizado 
débilmente en la Unión de Federaciones de Cooperativas de Trabajo, que agrupa 
a las federaciones mencionadas junto a otras tradicionales y aquellas cooperativas 
nacidas de los planes estatales de construcción de viviendas populares (Acosta y 
Raspall Galli, 2008). Así, se observa una evolución de un sector importante de 
empresas recuperadas desde posiciones que concebían al cooperativismo como 
una solución pragmática, adecuada al contexto de oportunidades presentado, ha-
cia una concepción de naturaleza estratégica vinculada con las potencialidades de 
la economía social.

De la apretada síntesis descriptiva de la movilización social urbana en Argen-
tina, observamos que el movimiento obrero sindicalizado ha retomado su centra-
lidad, en un renovado contexto de negociaciones colectivas (Godio, 2008), a la 
vez que las protestas y movilizaciones contestatarias y destituyentes han perdido 
el lugar destacado que supieron ocupar con la implosión del neoliberalismo a co-
mienzos de la década de 2000. Sin embargo, se mantienen novedosas estrategias 
de lucha obrera, como la recuperación de empresas, que adquieren un carácter 
institucionalizado. En este sentido, como balance global, la compleja manifesta-
ción de un sujeto popular se vio limitada y fragmentada por la implementación 
de políticas neoliberales pero, a su vez, la nueva estructura social argentina creó 
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las condiciones para novedosas experiencias organizativas y lógicas de acción co-
lectiva, que se canalizaron con los recursos, oportunidades y marcos de inter-
pretación disponibles para las distintas clases sociales en el contexto analizado. 
La evolución registrada ha marcado un sendero iniciado en luchas defensivas, 
de resistencia al programa neoliberal, que se profundizaron al calor de la crisis 
orgánica del Estado nacional, adquiriendo niveles masivos y destituyentes de mo-
vilización, hasta la relativa «normalización» del conflicto en el contexto de una 
recomposición hegemónica del Estado.

3. A modo de conclusión
El neoliberalismo ha sido la doctrina político-económica que ha guiado la acción 
de los gobiernos de la práctica totalidad de los países del mundo, aunque con dis-
tinto grado de amplitud e intensidad y con concreciones prácticas con frecuencia 
contradictorias. Esta acción explica que «la globalización sigue siendo una opción, 
no un hecho. Es una opción tomada por gobiernos que deciden conscientemente 
reducir las barreras al comercio y a la inversión, adoptar nuevas políticas hacia 
las monedas y las finanzas internacionales y proyectar nuevas trayectorias econó-
micas» (Frieden, 2007: 13). La globalización neoliberal es, tal y como se observa 
en el caso argentino, un programa político llevado adelante esencialmente por el 
Estado, y su objetivo ha sido «restablecer las condiciones para la acumulación de 
capital y restaurar el poder de las élites económicas» (Harvey, 2007: 32). Dicho 
programa, a su vez, permite captar las claves de la acción colectiva, especialmente 
en regiones donde el desarrollo capitalista ha sido incompleto; regiones en las que 
se da una distancia «entre los valores posmaterialistas y las necesidades básicas; 
entre las críticas al consumo y las críticas a la falta de consumo, entre el hiper-
desarrollo y el subdesarrollo, entre la alienación y el hambre, entre la nueva clase 
media y las (poco esclarecedoras) clases populares, entre el Estado-providencia 
y el Estado-autoritario» (De Sousa Santos, 2001: 180). Por lo demás, el caso 
argentino, dada su condición de experiencia de laboratorio neoliberal, es clave 
para comprender los conflictos de clase actuales y al capitalismo en general; pero 
solamente si entendemos la clase como polo del antagonismo social, como lucha, 
y es que la existencia del capital es la lucha de clases (Holloway, 2004). 

Por otra parte, los nuevos movimientos sociales que surgieron en América 
Latina desde mediados de la década de 1990 (zapatismo, piqueteros, empresas 
recuperadas, movilizaciones indígenas en los países andinos, etc.) abren un nuevo 
ciclo de movilizaciones y contestaciones al modelo neoliberal. Son movimientos 
(Wallerstein, 2002) que buscan transformaciones fundamentales en las relacio-
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nes sociales. Concretamente son movimientos que surgen de la crisis social, des-
poseídos o amenazados por la expropiación de sus tierras, de sus trabajos, de sus 
condiciones de vida, y por tanto son organizaciones que se constituyen a partir 
de la identificación política de su desposesión —como los movimientos de des-
ocupados, los sin tierra, los sin techo—, o bien emergen tanto de las condiciones 
sobre las que se erige la opresión —el caso de los pueblos indígenas— como de 
la lógica comunitaria de vida amenazada: las asambleas ciudadanas, los movi-
mientos de pobladores, etc. Por consiguiente, son movimientos con característi-
cas distintivas que se diferencian de los del pasado, tanto en sus formas de lucha 
y organización como en sus reivindicaciones, etc. Sin embargo, mantienen la liga-
zón estructural con el capitalismo hegemónico y, por ello, constituye un desafío 
estudiar los vasos comunicantes entre las «nuevas» reivindicaciones y las «viejas» 
formas de lucha. Según Wallerstein (1999: 78), los «viejos» movimientos actúan 
según la «estrategia en dos pasos», como la orientada en primer lugar a «ganar al 
poder dentro de la estructura estatal; y segundo, y sólo después, transformar el 
mundo». En contra, los «nuevos» movimientos, que Wallerstein (1999: 82) reco-
noce como un producto paneuropeo —elemento central a la hora de aplicar esta 
categoría a América Latina—, se basan «en su vigoroso rechazo a la estrategia en 
dos pasos, propio de la vieja izquierda, lo mismo que a las jerarquías internas y 
a las prioridades de estas últimas —como la idea de que las necesidades de las 
mujeres, de las minorías y del medio ambiente eran secundarias y deberían ser 
consideradas sólo hasta ‘después de la revolución’. Y en segundo lugar, estos nue-
vos movimientos sociales sospechaban profundamente del Estado así como de la 
acción orientada en referencia a ese mismo Estado».

Paradójicamente, una de las claves del nuevo escenario de gobiernos «nacional 
populares» y/o de «izquierda» en Latinoamérica a partir del siglo xxi fue el rol 
que desempeñaron los movimientos sociales, las organizaciones civiles, las redes 
de acción ciudadana y las protestas populares. Especialmente en el caso de Ar-
gentina, las movilizaciones novedosas y contestatarias (asambleas populares, pi-
queteros, ahorristas estafados, empresas recuperadas, trabajadores organizados) 
se desplegaron, configurando un campo especifico, en el contexto de una profun-
da crisis de las capacidades estatales y de autoridad política (Sidicaro, 2000). Sin 
embargo, desde el año 2003 el gobierno ha echado mano selectivamente a estra-
tegias activas de reconocimiento y concesiones a los actores movilizados, en el 
marco de una estrategia de construcción de poder político al margen de las élites 
tradicionales (Gómez, 2006). De esta forma, existe un complejo proceso de pau-
latina reconstrucción estatal con un mayor margen relativo de maniobra frente a 
las clases dominantes. En este contexto, la recomposición de la autoridad política 
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y de las capacidades de intervención estatales ha reducido el protagonismo de los 
movimientos sociales contestatarios al asumir parte de sus demandas.

Esta dialéctica entre movilizaciones y acción estatal se inscribe dentro de la 
perspectiva según la cual el conflicto social es un elemento constitutivo de la po-
lítica. Ello no implica negar la necesidad de un conjunto de instituciones y pro-
cedimientos que le permiten a un Estado tomar decisiones vinculantes, ya que se 
trata de una concepción por la cual las formas de reglamentación posibilitan que 
la división social se exprese sin que el conflicto se convierta en violencia física. 
Pero, más alla de esta condición básica, el Estado se hace y rehace permantemente 
a través del conflicto. Esto es, la conflictividad y la movilización social contribu-
yen a la remodelación del Estado, de la misma forma que las políticas, estrategias 
y decisiones de éste constituyen oportunidades que incentivan la propia movili-
zación (Tarrow, 1999). Por ello el conflicto social es una de las claves fundamen-
tales del cambio social y político, mediante la dialéctica que vincula al Estado y la 
movilización (Offe, 1988). Es, en este sentido, que no se puede pensar la crisis del 
denominado «Consenso de Washington» en América Latina y el retorno de un 
Estado con mayores capacidades regulatorias sin considerar la decisiva influencia 
que han jugado las diferentes identidades sociales movilizadas, críticas y, en mu-
chos casos, impugnadoras del anterior régimen social; un régimen que dio lugar 
a un intenso proceso de polarización socioeconómica tanto en el ámbito nacional 
como en el internacional, y ello mediante el proceso que Harvey (2004) denomi-
na «acumulación por desposesión», esto es, mediante la transferencia de riqueza 
desde los trabajadores asalariados a los grandes capitalistas. De ahí que, como 
indica O’Connor (2001), lo importante sea interpretar la movilización social a la 
luz de las contradicciones del capitalismo, trazando un paralelismo entre el his-
tórico movimiento sindical y los nuevos movimientos sociales. En su momento, el 
movimiento sindical empujó al capitalismo hacia formas más sociales de fuerzas 
y relaciones de producción (por ejemplo, con la negociación colectiva). Tal vez se 
plantea ahora pensar que los nuevos movimientos, así como las renovadas formas 
de expresión y organización de las clases populares y trabajadoras, sean quienes 
puedan empujar al capital y al Estado hacia formas más sociales de la reproduc-
ción de las condiciones de producción.
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